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   Montevideo, 12 de febrero de 2004.

VISTO: que el conjunto de procedimientos del Dr. Oscar  Darío Peri Valdéz como Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación emergentes de los presentes obrados 2003/04062, de los expedientes originales 2003/04702 -con sus acordonados 2003/02738 y 2003/05251-, 2000/3103 y 2001/1026 y de los testimonios de los expedientes 2003/03036 y 2003/4305, 2003/00546 y 2003/04214 y 2004/00303, impone disponer una valoración legal unificada de su conducta y movilizar las vías que el  Derecho torna imperativas.------------------------

RESULTANDO: I) Del expediente 2003/04062:---------------------------------------------

1. Por dos veces -fs. 1 y 5- se requirió al Dr. Oscar Peri Valdéz que precisara qué normas le atribuyen competencia a la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación para, en actos públicos en que el nombrado invoca su cargo y sus funciones, sostener que aumentar las penas es ineficaz para combatir el delito, dar por sentado que no corresponde tipificar nuevos delitos, tramitar planteamientos colectivos de grupos preocupados por la proliferación de determinados delitos, sostener tesis que requieren iniciativa legislativa y emitir juicios comparativos sobre la inseguridad de América Latina con el resto del mundo.-------------------------------------------------------------------------------


2. La primera respuesta del Dr. Peri Valdéz introdujo cuestiones procedimentales, que le fueron rechazadas a fs. 5 y 5 v., otorgándosele 24 horas por "extrema cortesía funcional".------------------------------------------------------------------


3. La segunda respuesta del señor Fiscal de Corte se desarrolló en diez carillas -fs. 7 a 11. No concretó cuáles serían las normas específicas cuya identificación le fue requerida para que justificase en Derecho la competencia, que, a través de los conceptos que emite su titular, aparece públicamente asumiendo respecto a los temas indicados el órgano cuya titularidad ejerce.--------
4. Se dispuso el informe jurídico del caso.---------------------------------------------


Del dictamen resulta que:------------------------------------------------------------------


a. el funcionario no indicó normas legales que le confieran la competencia por la cual se le preguntó;---------------------------------------------------------------------------


b. tales normas habilitantes no existen;------------------------------------------------


c. el Decreto 240/997, que genéricamente cita el Dr Peri Valdéz a fs. 3 in fine de su respuesta, no contiene ningún artículo en que puedan subsumirse las conductas por cuya legitimación en Derecho fue preguntado.----------------------------


Esto último se puntualiza a pesar de tener presente que la competencia orgánica del Ministerio Público y Fiscal no puede ampliarse por acto administrativo y sólo puede tener basamento legal.------------------------------------------
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           II) Del expediente 2003/04702 y su agregado 2003/05251:-------------------

1. De actas suscritas el 24 de junio de 2003, surge que el señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación está trabajando en conjunto con sus homólogos de otros países, en planteamientos relativos a la independencia del Ministerio Público y conexión directa entre sus servicios.----------------------------------


El texto del Acta 01/03 se refiere, por ejemplo, a "2) Designar puntos de contacto centralizados y personalizados en el seno de cada Ministerio Público, con la misión específica de constituirse en sujetos coadyuvantes de una pronta y recta cooperación jurídica internacional." (El destaque es de esta transcripción).-------------------------------------------------------------------------------------------


El texto del Acta 02/03 indica haberse acordado "2) Propiciar la independencia del Ministerio Público en la organiza​ción estatal y el fortalecimiento de su papel en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad". (El destaque es de esta transcripción).----------------------


2. Consta al Ministro y al Subsecretario de esta Cartera que el señor Fiscal de Corte no pidió en ningún momento a sus superiores jerárquicos que le impartieran directivas previas a firmar tales actas.-------------------------------------------


Después de suscribirlas, las tuvo por operativas, limitándo​se a comunicarlas como instrumentos de rutina.----------------------------------------------------


Ni para su conducta funcional ni para la debida colaboración con sus superiores jerárquicos parece haber tenido presente que en nuestro régimen jurídico, reformas de esa naturaleza exigen ley ni haber advertido que el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación carece de toda iniciati​va legislativa.-------


En los arts. 6º (Competencia funcional en el orden judicial), 7º (Competencia funcional en el orden administrativo) y 8º (Competencia funcional de asesoramiento) del Decreto-Ley 15.365, "Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal", las únicas referencias a iniciativas que puede adoptar por sí el Fiscal de Corte son:------------------------------------------------------------------------------------------------


- la contenida en el numeral 8) del art. 7º, que, integrado con su proemio, establece que "Al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, en el orden administrativo corresponde"... "8) poner en conocimiento del Ministerio de Educación y Cultura las circuns​tancias que a su juicio aconsejen modificar las disposiciones que rigen al servicio y sugerir la adopción de las medidas o la promoción de las gestiones que crea corresponder";  y


- la contenida en el numeral 1) del art. 8º, que comete al Fiscal de Corte "1) Asesorar al Poder Ejecutivo, cuando éste viere del caso recabar su opinión en materia jurídica."--------------------------------------------------------------------------------------


No hay, fuera del Decreto-Ley 15.365, otras normas que amplíen las estrictas competencias reseñadas. Por tanto, la ley excluye de la esfera de competencia del órgano "Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación" la facultad de postular propuestas o sustentar iniciativas cuya aplicación requiera 
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reformas legislati​vas. Las reformas legislativas obviamente constituyen una "materia jurídica", por lo cual están comprendidas en el numeral 1 del art. 8º y el 

Fiscal de Corte sólo puede encararlas cuando el Poder Ejecutivo –por acto administrativo previo- "viere del caso recabar su opinión".-----------------------------


Prima facie, pues, el actual titular Dr. Oscar Darío Peri Valdéz incurre en ilegalidad cuando, sin siquiera pedir instruc​ciones, en acto de servicio y firmando como portador -"träger"- del poder público, propicia, en los indicados instrumen​tos del 24 de junio de 2003 "la independencia del Ministe​rio Público en la organiza​ción estatal" o cuando en iguales condicio​nes propone "Designar puntos de contacto centralizados y personalizados... con la misión específica de constituirse en sujetos coadyuvantes de una pronta y recta cooperación jurídica interna​cional" sin que aparezca tener presente que la cooperación jurídica internacional en el Uruguay ya se cumple desde un Poder Judicial independien​te, el cual se comunica internacionalmente a través de delicados mecanismos -institucionales y no "personalizados"- que operan a través del Ministerio de Relaciones Exteriores y del propio Ministerio de Educación y Cultura, en cuyos cuadros presupuestales revista la repartición cuya jefatura está a su cargo.------------------------------------------------------------------------------


 III) Del expediente 2000/3103:----------------------------------------------------------


1. En investigación administrativa sobre responsabilidades funcionales se agregó, por Anexo II, testimonio de autos "Suprema Corte de Justicia, denuncia", presumario P 84/2000 que se tramitó ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 20º Turno.---------------------------------------------------------------


El hecho allí investigado -apertura de un sobre dirigido a una Sede judicial, pero diligenciado por el Fiscal penal actuante con apoyo de la Fiscalía de Corte e intervención personal de su titular-, fue indagado y resuelto por los órganos competentes. A petición fiscal, se decretó la clausura de ese presumario y se lo archivó por decreto judicial.-------------------------------------------------------------------------


A fs. 137 de esos autos judiciales, el señor Fiscal de Corte comparece en calidad de tal y pide a la Jueza "se sirva disponer se extiendan -por la oficina actuaria- dos constancias con transcripción de la parte disposi​tiva de aquella interlocutoria, para ser presentadas, una ante el Ministerio de Educación y Cultura y otra ante quien pudiera corresponder". La constancia destinada al MEC la agrega a fs. 89 del expediente de investi​ga​ción administrativa a que se refiere el presente epígrafe, 2000/3103. ------------------------ 


Ahora bien. El decreto de clausura no contiene únicamente una "parte dispositiva". Despliega una fundamentación amplia, que desarrolla apreciaciones insoslayables. En lo referido al tema que nos ocupa, la entonces Jueza de Primera Instancia en lo Penal de 20º Turno estableció -fs. 135 y 135 v. del testimonio de presumario que obra agregado por cordón- lo siguiente:
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 La apoyatura legal, invocada por el señor Fiscal de Corte, es el numeral 1º del art. 7, de la ley 15.365, y el Convenio celebrado con la Suprema Corte, mencionado supra. En relación a este último, en la medida que se adopten por ambas Instituciones resoluciones tendientes a la mejora del servicio, bienvenido sea; pero este acuerdo marco, debe plasmarse en regulaciones concretas sobre puntos específi​cos, que se impartan a todas las Sedes por igual. 

Concreta​mente, disiente esta decisora, con las expresiones de fs. 27: '... la necesidad de brindar servicios comunes y de atención de interés público... se presentan bajo la forma de transferencia de bienes, fondos o funciones, y a menudo de efectiva colaboración y conjunción de esfuerzos...'. A juicio de la suscrita, puede existir cooperación de toda índole, y esfuerzos mancomunados, entre el Poder Judicial y el Ministerio Público y Fiscal, pero jamás: transferencia de funciones. (La negrita es de esta transcripción; el subrayado pertenece a la señora Jueza).--------------------------


"Finalmente, en lo que hace a la superintendencia consultiva en el área administrativa, -art. 7, nral. 1º de la Decreto Ley 15.365-, tradicionalmente sólo abarcó el campo informativo. La inclusión dentro de ésta, de una coopera​ción material, por una repartición extraña al órgano competente, y no dependiente de éste, parece exceder el concepto de 

consulta, que significa parecer o dictamen que se pide o se da." (La negrita y el subrayado son de esta transcripción).--------------------------------------------------------

Hasta aquí la Jueza.-------------------------------------------------------------------------


2. A fs. 94 obra la copia remitida al Ministro de Educación  y Cultura de la época, Dr. Antonio Mercader, de la severa nota que, sin que conste ninguna discordia, la Suprema Corte de Justicia dirigió al Dr. Peri Valdéz para dejar sin efecto -por los fundamentos que expresa- el Convenio de Cooperación que esa Corpora​ción había suscrito con la Fiscalía de Corte.----------------------------------------


Allí se lee:


"Con fecha 12 de abril de 1999 se suscribió entre la Suprema Corte de Justicia y la Fiscalía de Corte un acuerdo destinado a crear formas de cooperación permanente con el objetivo de mejorar el servicio de ambas Instituciones”.-------------------------------------------------------------------------------------------


"A tal fin se creó una Comisión de Coordinación Permanente de las áreas comunes de actuación del Poder Judicial y la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación integrada por representantes de ambas partes”.----------------


"Recientemente la Corporación se ha enterado, a través de los señores Jueces de Paz Departamentales de Maldonado, que la Fiscalía a su cargo, con su presencia y la de los señores Fiscales Departamentales, y el Ministerio del Interior, coordina​ron la actuación en materia de represión de las faltas en el mencionado Departamento”.-----------------------------------------------------------------------
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"Posteriormente los jerarcas policiales convocaron a los Señores Jueces de Paz Departamentales haciéndoles indicaciones tendientes al cumplimiento de lo acordado en la referida reunión, obviando toda comunicación a esta Corporación”.--------------------------------------------------------------------------------------------


"Este desconocimiento del Convenio antes mencionado se suma a recientes expresiones suyas respecto a que dicho acuerdo habilita a los señores fiscales a diligenciar por su cuenta asuntos judiciales”.------------------

"En efecto, Usted, ante la denuncia de un hecho concreto, que importaba una verdadera transferencia de funciones, invocó estar habilitado por el Convenio, en la reunión realizada el 3 de agosto de 2000 por la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representan​tes (Repartido 171/2000, págs. 8, 11 y 27) y también en el presumario instaurado en el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 20º Turno (Ficha: P/84/2000) a raíz de denuncia de esta Corte, según resulta de la resolución dictada por la Sra. Juez con fecha 30 de octubre pasado”.------------------------------------------------------

"Como expresara la señora Magistrada, si bien es cierto que la Comisión creada en el referido Convenio puede "proponer formas concretas de cooperación operativa" (art. 3º lit. A) no existe decisión alguna de dicha comisión sobre el punto invocado por Usted”.------------------------------

"La coordinación perseguida debe plasmarse a través de resoluciones concretas aprobadas por ambas partes y debidamente comunicadas a todos los órganos integrantes de ambos servicios.”-------------------------------------------------------


"Como consecuencia de este cúmulo de circunstancias -que no agotan la enumeración de las actuaciones suyas que en opinión de la Corte han excedido el marco de lo pactado- la Suprema Corte de Justicia entiende que el Convenio aludido se ha desvirtuado, por lo cual carece de objeto su mantenimiento.”----------


"En conclusión, de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 5 del Convenio, esta Corporación comunica a Usted su denuncia"(La negrita es de esta transcripción).-------------------------------------------------------------------------------------------


Hasta aquí la Suprema Corte de Justicia, con la firma de su Presidente de la época, Dr. Raúl Alonso de Marco.-------------------------------------------------------------


IV) De los expedientes 2003/03036 y 2003/04305:-------------------------------


1. Resulta de los indicados obrados haberse remitido múltiples certificaciones cuyo texto las atribuía a "La Secreta​ría Administrativa de la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación" pero no tenían sello ni firma. Esa falta motivó severas observaciones funcionales y con ello quedó compurgada, por lo cual constituye antecedente pero no es objeto de la presente resolución.-----------------------------------------------------------------------------------------------


2. Con independencia de lo anterior, también emerge -y se resume por este Ministerio en la respectiva resolución- que ante el jerarca llamado a resolver –favorablemente o no- sobre sus propuestas, el Fiscal de Corte presenta como 
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"objetivo y técnico" el resultado de un procedimiento que describe, de origen no legal, a cuyo respecto la resolución formula reservas.--------------------------------------

Pero al margen de que el trámite al que declara haberse atenido merezca los reparos que se le indicaron en la resolución, adquiere relevancia funcional el hecho de que un órgano que sólo tiene facultad de proposición -art. 7 numeral 4 del Decreto-Ley 15.365- presente sus propuestas como una evidencia apodíctica -objetiva y técnica​mente deóntica-, en una materia que está específicamente atribuida a su superior jerárquico, el Poder Ejecutivo, que está, por ley, llamado a hacer suyas esas propuestas o no.--------------------------------------------------------------- 


Prima facie, se entiende que proceder en esa forma viola específicamente el art. 32 del Decreto-Ley 15.365, "Normas que regulan la carrera de los magistrados del Ministerio Público y Fiscal" -que la Resolución invoca pero no transcribe- el cual libra los traslados y ascensos a "pautas de antigüedad califica​da, sin perjuicio de dar prevalencia en todo caso, a la especial aptitud funcional o a la versación científico-jurídica", lo cual atribuye al Poder Ejecutivo una discrecionalidad reglada -valoración de personali​dad funcional axiológicamente orientada- que deja abierta la decisión a la apreciación hermenéu​tica -argumentativa- sobre contextos.-------------------------------------------------------------------

V) De los expedientes 2003/00546 y 2003/04214:-----------------------------------------


1. En respuesta a un oficio del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que había sido dirigido al Ministro de Educación y Cultura, el Fiscal de Corte dejó sin remitir la "Copia de la resolu​ción 'A/56/02' de la Fiscalía de Corte, de 9 de mayo de 2002" y dejó sin cumplir el mandato del TCA de informar "detalla​damente acerca de la índole funcional (creación, legalidad, status presupuestal, dependencia, personal, etc.) de las oficinas de la Fiscalía de Corte y Procuraduría".-------------------------------------------------------------------------------------------


Ello resultó incontrolable para el Ministerio, destinatario del exhorto y obligado legal a responder, en virtud de que el Fiscal de Corte se arrogó la facultad de contestarlo por sí, comunican​do el hecho consumado a los servicios del Ministerio y no a su jerarca, en clara violación del deber que le impone el numeral 5 del artículo 33 del Decreto Ley 15365, Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal.---------------------------------------------------------------------------------------- 


2. Reiterada la solicitud y formado con el respectivo oficio el expediente 2003/04214, la Fiscalía de Corte agregó la resolu​ción A/56/02 y formuló una exposición de 40 carillas, con amplia transcripción de informes preexistentes con remisión a resoluciones de la propia Fiscalía, cuyo texto no acompañó.---------------


Afirmando el Ministerio que para cada caso concreto, el Derecho Administrativo se compulsa y se interpreta con rigor metódico únicamente si se tiene a la vista los textos de las leyes, los reglamentos y los actos administra​tivos pertinentes, para responder el reiterado exhorto requirió al señor Fiscal de Corte y 
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Procurador  General  de  la  Nación  que  sin  otro trámite remitiese de inmediato fotocopia de la totalidad de los decretos y resolucio​nes a que alude en su exposición, así como la descripción exhaustiva de la índole de lo que se anota en los registros que se llevan en la sede común de la "Unidad de Fortalecimiento Institucional" y el "Centro de Apoyo".-------------------------------------------------------------


Lo cual, tras ese nuevo pedimento, fue respondido con los textos normativos que obran en el testimonio y con las constancias de fs. 46 a 47.---------


3. Examinados esos textos normativos , se advierte lo siguiente.---------------


La resolución A/151/98, de 25 de noviembre de 1998, se inicia:


“VISTO:------------------------------------------------------------------------------------------



la creación de la Unidad de Fortalecimiento Institucional del Ministerio Público y Fiscal, dentro del marco de la Reformulación Organizativa de esta Unidad Ejecutora (Decretos Nos. 240/97 y 235/98).”----------------------------------


4. Repasado el texto del Decreto 240/997 (fs. 55 a 58), ninguno de sus cuatro artículos y ninguno de sus cinco capítulos crea la Unidad de Fortalecimiento Institucional ni usa esa expresión. Tampoco la emplea el organigrama que acompañó al decreto al publicárselo en el Diario Oficial.-----------


5. Revisado el  texto del Decreto 235/998 (fs. 59 a  61), ninguno de sus nueve artículos crea la Unidad de Fortalecimiento Institucional ni usa esa 

expresión. La misma sólo aparece como el nombre de un rectángulo del organigrama, situado debajo de la Dirección de la Fiscalía de Corte, en el mismo nivel que la Asesoría Técnica y en más alto nivel que las Fiscalías Letradas.--------


Por lo dicho, la expresión “VISTO: la creación de la Unidad de Fortalecimiento Institucional, dentro del marco de la Reformulación Organizativa de esta unidad Ejecutora (Decretos 240/97 y 235/98)”, que usó la resolución del Fiscal de Corte A/ 151/98, sólo puede hacer pie en la inserción de un nombre en un esquema, que por sí solo no atribuye funciones ni delimita competencias, especialmente si la denominación usada es genérica -como lo es la palabra “Fortalecimiento”: en Derecho Administrativo, la “creación” de un grupo de trabajo no puede reducirse a la aprobación de un organigrama, ya que las normas se expresan en palabras y los estatutos institucionales, elevados o modestos, deben verbalizarse orgánicamente.------------------------------------------------------------------------


La resolución A/112/99 bis, que obra a fs. 79, se inicia:


“VISTO: la necesidad de habilitar los servicios a cumplir por parte del Centro de Apoyo a las Fiscalías con competencia Penal;----------------------------------


RESULTANDO:-------------------------------------------------------------------------------


1) 
que la referida Oficina está prevista en el Decreto de Implementación de la Reformulación de las Unidades Organizativas y Estructura de Puestos de Trabajo del Ministerio Público y Fiscal, actualmente en vías de aprobación”


...
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           CONSIDERANDO:  I) que el objetivo fundamental del Centro de Apoyo, tal cual surge de su propia nomenclatura, es facilitar la labor de las Fiscalías con competencia Penal, apoyándolas en su cometido sustantivo de persecución penal, tanto en la actividad pre-procesal como procesal.-----------------------------


                       II)  que es menester formalizar el inicio de sus actividades, a fin de que el personal que se asigne para cumplirlas, vaya tomando contacto con la rutina a realizar, que abarca desde la recepción de la noticia, por parte de la Policía, hasta el dictado de sentencia definitiva firme o Resolución de clausura, en su caso.” ------------------------------------------------------------------------------------------------- 


Ahora bien.-------------------------------------------------------------------------------------


El decreto que se hallaba en ciernes cuando se aprobó la resolución A/112/99bis se aprueba el 3 de agosto de 1999, pero tampoco contiene ninguna definición orgánica de las funciones del Centro de Apoyo.---------------------------------


La única referencia al Centro de Apoyo obra en un renglón que, desarrolladas las abreviaturas, reza: “Escalafón C. Grado 14. Denominación del cargo: Director de División. Serie: Administrativo. Unidad Organizativa: Centro de Apoyo a Fiscalías Penales. Perfil: Capacitación de Recursos Humanos y Contralor de Gestión.”--------------------------------------------------------------------------------


Por lo tanto, la afirmación de que “el Centro de Apoyo” era, al dictarse la resolución, una “oficina” que estaba “prevista” en el decreto que nació dos meses después, resulta exacta en cuanto el decreto indica el nivel –administrativo, no técnico- de su Dirección pero, igual que en el caso anterior, parece primariamente 

insuficiente para generar un contexto orgánico destinado a  almacenar datos y anticipar a los señores Fiscales pre-calificaciones con tipificación delictual a partir de resúmenes de partes policiales. (El texto de la Resolución dice que “la rutina a realizar... abarca desde la recepción de la noticia, por parte de la Policía, hasta el dictado de sentencia...”, pero obviamente la notitia criminis no se recibe “por parte de la policía” –no es la policía la receptora- sino que, al revés, la reciben los Fiscales de parte de la Policía.-------------------------------------------------------------------



Esta conclusión condice con la que resulta de la comunicación que, ante el pedido telefónico de remitir el marco normativo de referencia, dirigió por escrito a esta Secretaría de Estado el señor Fiscal de Corte subrogante, Dr. Marcelo Brovia, de fecha 17 de noviembre de 2003 –agregada a fojas 25 del expediente 2003/04062- a cuyo pie se expresa: “Se hace constar que no obra en los archivos de esta Fiscalía, resolución administrativa que, en forma expresa, cree el Centro de Apoyo.” (Tras esa nota, el martes 25 de noviembre de 2003 a las 17.00 horas, el Dr. Marcelo Brovia, ya en ejercicio de las funciones de que es titular como Fiscal Letrado en lo Civil de Primer Turno, fue recibido a su pedido por el Ministro que suscribe y el Subsecretario, formulando constancias verbales.) 
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Tratándose de áreas que manejan información confidencial y a las que se comete una actividad que, aún si es calificada como “pre-procesal”, se relaciona con el orden y las formalidades de los enjuiciamientos –art. 18 de la Constitución- 

y con la independencia personal de los señores Fiscales, la ausencia de matriz orgánica legal para dos órganos de gestión y contralor impone que el tema quede 

incluido en el contexto de desbordes de competencias que se debe examinar en la forma que indicaremos infra.--------------------------------------------------------------------


VI ) De contextos concurrentes.-------------------------------------------------------

Las resultancias de los expedientes acumulados se inscriben en un contexto de múltiples quejas planteadas verbalmente por varios señores Fiscales.

           Ello es relevante, ya que los jerarcas debemos custodiar minuciosamente la independencia técnica y el fuero funcional de cada Magistrado, pues es en la personalidad y la conciencia de cada Fiscal que se expresan los valores y la actividad del Ministerio Público y Fiscal todo, por lo que es en ese ámbito –sagrado y no sujeto a más rituales que los que marca la ley- donde finca una de las más altas garantías del Derecho.-------------------------------------------------------------


Del contexto resultan además, sucesivos cuestionamientos públicos, surgidos del Poder Judicial y de la prensa. También, de anteriores Ministros de Educación y Cultura.----------------------------------------------------------------------------------


Ese conjunto de elementos de contexto no determina el cuadro fáctico sobre el que recae este pronunciamiento, integrado por las actuaciones glosadas supra. Pero no puede dejar de tenerse presente en tanto la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación, sin que haya cambiado la ley que la rige, ha adquirido protagonismo público y ha quedado consiguientemente sometida a múltiples cuestionamientos. ------------------------------------------------------------------------

CONSIDERANDO:
1. El Derecho Administrativo rige la competencia de los funcionarios públicos por normas habilitantes expresas.-----------------------------------


La única fuente de las potestades que a ellos se otorgan, con el exclusivo objeto de que sirvan los fines del Derecho, es la ley apoyada en la Constitución.

La competencia de todos los funcionarios del Estado de Derecho está, pues, reglada. Cualquiera sea nuestra jerarquía, los servidores del Estado sólo podemos realizar como acto de gestión funcional aquello para lo cual se nos confiere expresa​mente ese específico "poder-deber" que constituye la competencia orgánica. Y cualquiera sea la ubicación en un organigrama, la definición de las facultades de cada órgano –en todos los casos, y muy especialmente si su misión se vincula a los derechos humanos-  debe formularse mediante  asertos deónticos cuya expresión lingüística permita controles intersubjetivos. ----------------------------------------------------------------------------------------- 

  
2. Es esencialmente incongruente que desborde y transgreda la regla de Derecho el jerarca mayor de un servicio que tiene por finalidad de su gestión -rectius: por misión- aplicar y defender la legalidad.-------------------------------------------
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Si prima facie se ponen de manifiesto desviaciones a ese respecto, corresponde movilizar los institutos pertinentes.---------------------------------------------- 


En el caso, resulta altamente expresivo que, preguntado ante una actuación suya concreta, un jurisperito, tan luego de alto grado en el escala​fón, no pueda identificar las normas legales en cuya virtud estaría deslizando múltiples pronuncia​mientos sobre cuestiones que no le competen.----------------------------------


Choca con la naturaleza de la función de la Fiscalía de Corte que sus disposiciones institu​cionales referidas a competen​cias y actuaciones como máximo titular del Ministe​rio Público, resulten cuestionadas por razón de principios jurídicos tanto desde un Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal como de la Suprema Corte de Justicia. La opinabilidad de tesis sustanciales sobre las cuales polemiza el discurrir jurídico natural no puede confundirse con la imprecisión en el área de las competen​cias orgánicas: ningún relativismo puede hacer olvidar que los principios rigen y delimitan.--------------------


Distorsiona la esencia de la función que se incurra en sucesivas acciones observables, con lo que primariamente aparece como un factor común, el exceso  de poder -a veces conceptualmente desarrollado y otras veces puesto de manifiesto de hecho.----------------------------------------------------------------------------------


3. Es deber incondicionado del Estado custodiar la imperati​vidad efectiva de la normativa institucio​nal.------------------------------------------------------------------------


Ese deber compromete el "ethos" de todo jerarca.----------------------------------


Por ello, detectadas primariamente y sin perjuicio las desviaciones de un funciona​rio, para el superior jerárquico no pasa a ser optativo indagar o dejar de indagar. Esa disyuntiva no existe: surgidos los indicios de que hay irregularidades, la Administra​ción debe, y sólo debe, evaluarlas responsabilizando a quien o quienes corresponda.--------------------------------------------------------------------  


Para que el Derecho viva como orden pleno, es imperioso movilizar su  régimen de autocorrección, constituido por un entramado de deberes jurídicos interconectados que nos alcanzan a todos.----------------------------------------------------


A la vista de no encontrarnos ante uno o dos hechos aislados sino ante lo que prima facie aparece como una línea de conducta marcada por exceso de poder, con desconocimiento de la jerarquía a que está sometido el funcionario -en 

cuestiones totalmente ajenas a la independencia técnica de sus actuaciones-, es imperativo proceder. No hacerlo significaría incumplir este Ministerio el deber del Poder Ejecutivo de hacer ejecutar las leyes -numeral 4 del art. 168  de la Constitu​ción- y no ejercer la competencia específica que le confieren los artículos 181 numerales 1 y 6 de la Carta, 1º del Decreto Ley 15.365  y 6º del Decreto  574/974 en la redacción dada por el artículo 1º del Decreto 407/985.------------------ 

  
4. La conducta cuestionada se despliega desde un cargo que, pese a designarse con venia por mayoría especial del Senado, goza de garantías funcionales –consagradas en el art. 66 de la Constitución- que es propósito de este Ministerio res​petar debidamente.-----------------------------------------------------------
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MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA


En función de lo expuesto, resulta debido instruir sumario a efectos de determinar si en las aquí enumeradas y las demás actuaciones que resulten indagadas en el sumario, el Dr. Oscar Peri Valdéz incurrió en ilegalidad o irregularidades, estable​ciendo su grado de responsabilidad respecto a las faltas administrativas en que haya incurrido, conforme al  art. 183 del Dec. 500/991.------


Tratándose de un funcionario que está al frente de una Unidad Ejecutora cuyo cometido es precisamente defender la imperatividad de la norma jurídica ante los particulares y ante el Poder Judicial, es connatural a la instrucción de este sumario que se aplique la regla general de separación preventiva del cargo, con la consecuente retención de los medios sueldos correspondientes: art. 187 del Dec. 500/991.--------------------------------------------------------------------------------------


5. En atención a la jerarquía ostentada por el funcionario cuya conducta queda sometida a sumario, ha de cometerse el trámite a la Esc. Rosario Fernández Rubilar, actual Directora General, quien recabará en cuanto sea pertinente la colaboración de la Asesoría Letrada del Ministerio.------------------------


Para otorgar las máximas garantías tanto al funcionario como al interés público en juego, se dispondrá que la Escribana sumariante actúe asesorada, además, por el distinguido Profesor de Derecho Constitucional, Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez, previniéndose el oportuno pasaje de las actuaciones a la Fiscalía de Gobierno que por Turno corresponda.--------------------------------------------

ATENTO: A las normas citadas en la precedente exposición, a los arts. 183 y ss del Decreto 500/991, los arts. 1030, 1031 y 1032 del TOFUP, así como los principios generales de Derecho,------------------------------------------------------------------

                               EL MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA

R E S U E L V E:

1º) INSTRÚYASE al señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, Dr. Oscar Darío Peri Valdéz, sumario con separación preventiva del cargo y retención de medios sueldos.------------------------------------------------------------------------------------

2º) COMÉTESE a la Esc. Rosario Fernández Rubilar la facción del sumario, actuando con la Asesoría Jurídica del Ministerio y el asesoramiento del Profesor Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez.-----------------------------------------------------------------

3º) COMUNÍQUESE a la Oficina Nacional del Servicio Civil y notifíquese personalmente.-----------------------------------------------------------------------------------------






Dr. Leonardo Guzmán

 








Ministro 

